
Francisco Pizarro – Salahonda, junio 26 de 2.023 
 
 
SEÑOR: 
JUEZ CIVIL MUNICIPAL 
(REPARTO) E. S. D. 
 
 
REF:  ACCIÓN DE TUTELA PARA PROTEGER EL DERECHO AL TRABAJO, ACCESO A CARGOS  

PÚBLICOS, A LA IGUALDAD, LA NO DISCRIMINACION Y A LA CONFIANZA LEGÍTIMA. 
 
Accionante: JAIME ENRIQUE CASTILLO 
Accionado: Registraduría Nacional del Estado Civil de Colombia. 
 
JAIME ENRIQUE CASTILLO BANGUERA, identificado con la cédula de ciudadanía número 12.831.381 
de Francisco Pizarro - Nariño, actuando en nombre propio, invocando el artículo 86 de la 
Constitución Política, acudo ante su Despacho para instaurar ACCIÓN DE TUTELA contra la 
Registraduría Nacional del Estado Civil, con el objeto de que se protejan los derechos constitucionales 
fundamentales que a continuación enuncio y los cuales se fundamentan en los siguientes 
 
HECHOS 
1.- El 26 de mayo de 2.023, la Registraduría expide la resolución No. 282, por la cual se convoca al 
proceso de selección para proveer unos empleos con carácter de Supernumerario del nivel asistencial 
al cual me postulé. 
 
Estas fueron las condiciones del empleo al que aspiré: 
 
Propósito: Apoyo en el proceso de inscripción de ciudadanos con miras al proceso electoral para las 
elecciones de Autoridades Territoriales (Gobernadores, Alcaldes, Diputados, Concejales, Ediles o 
miembros de Juntas Administradoras Locales) que se realizaran el 29 de octubre de 2.023. 
 
Requisitos: El aspirante a la vinculación de personal supernumerario para esta convocatoria debe 
acreditar como mínimo los siguientes requisitos: 
 

1. Ser colombiano 
2. Tener cedula de ciudadanía 
3. Tener título de bachiller 
4. Tener su situación Militar definida (Hombres) 

 
Vacantes: 8 cargos de denominación Auxiliar Administrativo 512004 con una asignación básica 
mensual de $2.323.582 el cual será proporcional al tiempo laborado. 
 
Duración: del 4 al 14 de julio de 2.023. 
 
Dependencia: Registraduría Municipal de Francisco Pizarro – Salahonda, Nariño. 
 
Me inscribí en los términos de la convocatoria el 1ro del mes de junio de 2023 tal como se puede 
evidenciar en el anexo 2 de la presente, así como también doy fe de que cumplo a cabalidad con todos 
los requisitos exigidos y aún más me encuentro en la capacidad moral, física y cognitiva para 



cualquier designación dentro de la entidad, a diferencia del cargo de mayor denominación que es el 
de Registrador. 
 
Dentro de la misma resolución también se establecían unos criterios de selección, los cuales desde el 
primer momento en que los leí consideré eran discriminatorios y que no se garantizaba el principio 
de igualdad que como ciudadanos colombianos amparados en nuestra Constitución de 1991 tenemos 
derecho todos. 
 
Criterios de selección: La selección se llevará a cabo de acuerdo con el mayor número de días de 
experiencia interna en la Registraduría Nacional del Estado Civil, desde enero de 2019 en adelante. 
Excluyendo así a quienes no hayan tenido algún tipo de experiencia en los años 2019, 2020, 2021, 
2022, aún si tuviera una amplia experiencia y conocimiento adquiridos en los años de 2018 hacia 
atrás. 
 
Sin embargo, a pesar de dicho criterio de selección que SOLO TENDRÍA EN CUENTA LA EXPERIENCIA 
DE UNA FECHA EN ESPECIFICO Y SE DEJARÍA DE TENER EN CUENTA EL RESTO DE EXPERIENCIA 
QUE TENGA EL CUDADANO CON LA ENTIDAD, me inscribí teniendo la certeza de que 
inmediatamente se hiciera publico el listado de inscrito con los días de experiencias y ver que no se 
me tuviera en cuenta el total de días de experiencias que poseo en la entidad, haría mi reclamación. 
 
El listado de inscrito con los días de experiencias según la resolución No. 282 del 26 de mayo de 
2.023 sería publicado el día 9 de junio de 2.023 en lugares visibles de cada registraduría Municipal 
que conforman la circunscripción de Nariño, sin embargo, muchos postulados estuvimos pendiente 
de la publicación del listado en las instalaciones de la Registraduría Municipal, así como también en 
la pagina web de la Registraduría Nacional, pero nunca fue publicado, por tal razón no me fue posible 
con mayor antelación manifestar mi descontento antes de que se hiciese público un listado 
preliminar. (Anexo imagen del cronograma donde se evidencia las fechas de publicaciones de listados 
y demás (Anexo 3)) 
 
2.- En el año 2022, en el mes de febrero, se abrieron convocatorias para proveer 12 cargos de 
personal supernumerario para las elecciones de Senado y Cámara, también me postulé y para esa 
fecha, por contar con 52 días de experiencias adquiridas años atrás, me fue posible hacer parte del 
listado de elegibles, ya que algunos compañeros que estaban con un poco más de experiencia que yo, 
renunciaron a dicho cargo. Y, mediante la resolución No. 148 del 11 de febrero de 2.022, se hace 
pública la lista de elegibles en orden de acuerdo a los días de experiencias que cada uno poseía hasta 
ese entonces. (Anexo 4) 
 
En ese tiempo, nuestra vinculación con la entidad duro 10 meses consecutivos los cuales se dieron 
mediante prorrogas mes a mes, sumando así esa experiencia con la entidad, adicional a la que ya 
tenia de años atrás, igual que los demás compañeros que hicieron parte de ese proceso, sin que yo 
pudiera superar a los que tenían mas experiencias, así como tampoco que los que tenían menos 
experiencias me pudieran superar, pues enfatizo, trabajamos el mismo periodo de tiempo. 
 
Como se puede evidenciar en esa misma imagen del anexo 4, también se estableció un criterio de 
selección del que tampoco estuve de acuerdo por también ser discriminatorio, violatorio del derecho 
a la igualdad, del derecho al acceso a cargos públicos y derecho al trabajo, pues con ese criterio de 
selección se vetaba a quienes no hubiesen participado en las elecciones de consejos de juventudes, 
aunque tuvieran las capacidades y el conocimiento mucho más que algunos jóvenes que aún estaban 
faltos de experiencias (en el buen sentido de la palabra), personas que por ser mayores de 28 años no 



nos inscribimos ya que nos dijeron que en esas elecciones la participación era exclusiva para los 
jóvenes, luego nos pudimos dar cuenta que le habían dado participación a mayores de 28 años. 
 
Es mediante esos criterios de selección que reitero que la registraduría Nacional ha venido 
discriminando, excluyendo y negándole el derecho de trabajar a ciudadanos que por no cumplir con 
los criterios de selección que ellos determinen sin razón alguna no pueden acceder a la oportunidad 
de un empleo en la entidad, en un Municipio con tan escasas oportunidades de empleos, con tantas 
dificultades y necesidades y analizando la situación, en la resolución No. 148 del 11 de febrero de 
2.022, se discrimina, se excluye, se niegan y violentan derechos de participación a ciudadanos por el 
simple hecho de ya no ser jóvenes, pues el criterio de selección es haber participado en las elecciones 
de Consejos de Juventudes, y en la resolución No. 282 del 26 de mayo de 2.023 se repite la misma 
situación, pero esta vez rechazan la totalidad de la experiencia que tiene un ciudadano para contratar 
a personas con menos experiencias. 
 
3. Retornando al punto principal motivo de la presente, en esta vez luego de inscribirme, estuve 
siempre atento a la publicación de la lista de inscritos con los días de experiencia que nunca la 
hicieron pública, igualmente estuve muy atento a la publicación de la lista de elegibles preliminar y 
cuando ésta es publicada, vaya para mi sorpresa ver que se me está dejando por fuera de los 
elegibles, pero sí, están ingresando a personal que en relación a los días de experiencia con la entidad 
están por debajo mío. (Imagen Anexo 5) 
 
En relación a eso, presenté mi reclamación a la entidad, argumentando las razones por la cual me 
encontraba en desacuerdo con el proceso de selección, igualmente les hice unos interrogantes con el 
fin de conocer los motivos por los que se me estaba excluyendo cuando por mi experiencia superior a 
la de algunos que estaban en la lista de elegibles, yo debería estar allí. (Anexo 6, copia del derecho de 
petición en modo de reclamación que presenté) 
 
Entre los interrogantes que le hice a la entidad, incluyo aquí el siguiente: ¿Por qué o con que 
propósito se estableció como criterio de selección tener en cuenta los días de experiencias 
solo del 2019 en adelante quitándonos a quienes tenemos una mayor experiencia con 
años anteriores, la oportunidad y derecho a trabajar? Esperando tener de la entidad una 
respuesta satisfactoria, contundente, que resolviera y aclarara todas mis dudas, pero sin derecho 
a nada, la entidad simplemente me respondió que existía un criterio de selección y que basados 
en ello se escogió al personal que ocuparía los 8 cargos y que por ello infieren la no aceptación 
de mis pretensiones dentro de mi reclamo, esto sin siquiera tener en cuenta nada de lo que 
expuse en mi derecho de petición como reclamo, ni dar respuesta alguna a ninguno de los 
interrogantes que les hice. Anexo copia de la respuesta por parte de la entidad (Anexo 7) 
 
Acto seguido y antes de que fuesen a hacer publico la lista de elegibles definitiva, presenté 
RECURSO DE REPOSICION Y EN SUBSIDIO DE APELACION con el fin de que se revisara a fondo 
mi reclamación, así como también que se me respondieran los interrogantes hechos y que 
considero, la entidad, si en un derecho de petición se les solicita cierta información que es de 
interés y carácter público, estarían en el deber de darme respuesta a todos esos interrogantes sin 
omitir o menospreciar mi solicitud. (Anexo 8, copia recurso de reposición y en subsidio de 
apelación) 
 
Sin embargo, la entidad hizo publico el listado de elegibles tal y como estaba desde un principio 
sin siquiera haber resuelto mi situación, sin dar respuesta alguna a mi recurso de reposición y 



hasta el momento de la presentación de este documento no ha habido ningún pronunciamiento 
al respecto. 
 
4. Por ultimo y no menos importante, en el tiempo que estuve laborando en la entidad en el periodo 
comprendido entre marzo hasta diciembre de 2.022 (10 meses), mis funciones asignadas las 
desarrollé conforme a lo solicitado por el superior jerárquico, sin embargo para mí era necesario que 
como funcionarios que éramos en su momento de la entidad, pudiésemos asumir el mismo rol que se 
le encomendó a otros compañeros con la misma denominación (Supernumerarios) para así ganar 
experiencia en todas las actividades desarrolladas en la oficina como lo son: Toma de huellas 
decadactilares, manejo y uso del lector biométrico, funciones de secretario(a), entre otras funciones 
que nunca se les permitió aprender a algunos que no lo habían hecho y afianzar o actualizar nuevos 
conocimientos a otros que ya hemos tenido la oportunidad de hacerlo, porque como la tecnología 
está en avance, hay muchas cosas nuevas que desconocemos como funcionan o como operarlas para 
apoyar en la atención al ciudadano, todo esto se nos negó por la única y exclusiva razón de NO SER DE 
LA CONFIANZA DEL SUPERIOR JERARQUICO, sin importar que éste (el de su confianza) no esté más 
preparado o tenga mayor conocimiento de las actividades a desarrollarse que quienes no son 
considerados de la confianza del superior jerárquico, violando de esta forma también el derecho a la 
CONFIANZA LEGITIMA contemplado en el Articulo 83 de la Constitución Política de 1991. 
 
Y a diferencia de muchos de mis demás compañeros, sin desmeritar sus cualidades, gozo de unas 
virtudes y capacidades para desempeñarme en cualquiera de las funciones que se puedan generar en 
la oficina, recalcando, a diferencia del cargo de mayor denominación como lo es el de Registrador. 
 
Soy Técnico Profesional en Sistemas, pero por situaciones de falta de recursos económicos no 

pude obtener mi título como tal, pero poseo todo el conocimiento en la materia como lo es: 

• MANTENIMIENTO PREVENTIVO Y CORRECTIVO DEL COMPUTADOR 

• RESOLUCION DE PROBLEMAS EN CUANTO A SOFTWARE Y HARDWARE 

• INSTALACION Y CREACION DE REDES DE INTERNET 

• MANEJO AVANZADO DE WORD, EXCEL, POWER POINT 

• RESETEO, PURGADO Y MANTENIMIENTO DE IMPRESORAS 

• INSTALACION DE SISTEMAS OPERATIVOS Y SOLUCION DE PROBLEMAS DE 

INSTALACION. 

• LEO Y COMPRENDO EN UN 40% EL IDIOMA INGLÉS BASADO EN ERRORES Y FALLAS 

QUE SE PRESENTAN EN EL COMPUTADOR EN DICHO IDIOMA, PARA LA SOLUCION DEL 

PROBLEMA. 

• POSEO UN AMPLIO CONOCIMIENTO EN LA REDACCION DE OFICIOS CON BUENA 

ORTOGRAFIA Y PRESENTACIÓN, PUES ME HE DESEMPEÑADO COMO SECRETARIO DE 

DESPACHO DE LA ALCALDIA DE MI MUNICIPIO Y SECRETARIO DE LA REGISTRADURIA 

MUNICPAL DE FRANCISCO PIZARRO EN AÑOS ANTERIORES. 

• POSEO LA PREPARACION PARA LA TOMA DE HUELLAS DECADACTILARES CON MUY 

BUEN DESEMPEÑO Y PRACTICA. 

• HE PARTICIPADO EN PROCESOS ANTERIORES DE INSCRIPCION DE CEDULAS. 

• TENGO CIERTO CONOCIMIENTO SOBRE LAS TECNOLOGIAS DE LA INFORMACION Y LAS 

COMUNICACIONES Y ACTUALMENTE ME ENCUENTRO CURSANDO UN PROGRAMA DE 



DESARROLLO PROFESIONAL EN LA PLATAFORMA COURSERA MEDIANTE UNA BECA 

QUE ME GANE CON COLNODO Y GOOGLE. 

• PARA OBTENER MI TITULO COMO TECNICO PROFESIONAL EN SISTEMA, ME 
ENCUENTRO TAMBIEN CURSANDO DICHA CARRERA TECNICA CON EL SENA LA CUAL 
ESTARÍA FINALIZANDO ENTRE NOVIEMBRE DE 2.023 Y/O ENERO DE 2.024 

 
Todo esto que relaciono, me encuentro en la capacidad de demostrarlo si es necesario para darle la 
total validez que se requiere y basado en mi participación, todo el conocimiento que poseo y mi total 
experiencia en la entidad, he hecho méritos para merecerme estar dentro de los elegibles. 
 
DERECHOS VULNERADOS: La entidad arriba mencionada ha violado o amenazado en varias 
modalidades, varios derechos fundamentales del accionante. Esta acción de tutela tiene como 
finalidad obtener del juez constitucional, el amparo de todos esos derechos fundamentales que han 
sido violados o están amenazados y los que los señores jueces encuentren conculcados, así no sean 
alegados por el accionante, con tal de que se encuentren protegidos en la Constitución Colombiana o 
en el denominado bloque de constitucionalidad (tratados o convenios internacionales, tanto del 
sistema interamericano de derechos humanos (OEA) como del sistema universal de la organización 
de naciones Unidas (ONU), o de la organización internacional del trabajo (OIT) y especialmente los 
derechos al trabajo, acceso a cargos públicos a través de la carrera administrativa, a la igualdad y a la 
confianza legítima. 
 
FUNDAMENTOS JURÍDICOS LA CARRERA ADMINISTRATIVA COMO PRINCIPIO CONSTITUCIONAL 
FUNDAMENTAL Y SU RELACION INESCINDIBLE CON OTROS PRINCIPIOS, VALORES O DERECHOS 
FUNDAMENTALES La jurisprudencia sostiene sólidamente que la carrera administrativa es un 
principio fundamental de nuestra Carta Política, sobre la cual se edifica la estructura del Estado y es 
un medio eficaz para el ejercicio y protección de otros principios, valores o derechos fundamentales 
con los cuales tiene una relación inseparable. La protección de la carrera administrativa ha motivado 
la declaratoria de inconstitucionalidad de leyes y actos reformatorios de la propia constitución. Por 
su calidad de principio prevalece sobre cualquier otra norma de la constitución. Por esto se puede 
comprender como base de una estructura o fundamento filosófico; es lo que prima y sin este el resto 
no puede existir. La carrera administrativa (Art. 125 de la Constitución Política Colombiana) es un 
principio constitucional, cimiento de la estructura del estado e instrumento o medio eficaz para la 
realización o protección de otros principios, valores o derechos constitucionales fundamentales; 
como los de igualdad (art. 13); al trabajo (art. 25); a participar en la conformación, ejercicio y control 
del poder político y para hacer efectivo ese derecho puede acceder al desempeño de funciones y 
cargos públicos (art 40). Es también inseparable de otros principios o valores constitucionales de 
nuestra organización jurídico-política como el Estado Social de Derecho (Art.1, incluida la Dignidad 
Humana); los fines esenciales del Estado (Art. 2); o de las funciones de este articuladas por la función 
administrativa y los principios que la rigen (Art. 209). Este marco jurídico conforma una relación de 
influencia, complemento y sostén recíprocos pues como dice la propia Corte: “…por lo tanto, es 
imposible pretender que el alcance constitucional de la carrera administrativa se capte en su 
integridad a partir de una interpretación aislada de los artículos de la Carta que en forma directa se 
refieren a la carrera, porque ello, inicialmente, se muestra contrario al principio de unidad que 
impone leer la Constitución como un todo y armonizar sus distintos contenidos”. Para sintetizar lo 
expuesto, se puede considerar algunos de los apartes de diferentes sentencias: 
 
Sentencia C-034 de 2015 “De esta manera, la aplicación plena del sistema de la carrera busca la 
materialización de los objetivos fundamentales de un Estado Social de Derecho y por ello constituye 
uno de sus elementos definitorios y estructurales. De esta manera, se tiene que la carrera al ser un 
principio del Estado Social de Derecho y del Ordenamiento Superior cuenta con objetivos como (i) la 



realización de la función administrativa (art. 209 superior) al servicio de intereses generales y 
además es desarrollada de acuerdo a los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, 
celeridad, imparcialidad y publicidad, (ii) el cumplimiento de los fines esenciales del Estado (art. 2 
constitucional) como servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la 
efectividad de los principios, derechos y deberes constitucionales, (iii) garantizar el derecho a 
participar en la conformación, ejercicio y control del poder político a través del acceso al desempeño 
de funciones y cargos públicos (art. 40-7 de la Constitución), (iv) salvaguardar el derecho a la 
igualdad (art. 13 de la Carta), y (v) proteger los principios mínimos fundamentales de la relación 
laboral consagrados en el artículo 53 de la Carta”. Además, la Corte Constitucional ha indicado que la 
carrera administrativa cumple con elementos agregados a la materialización del Estado Social de 
Derecho a través de la estructura de la función pública, como los siguientes: Garantizar el 
cumplimiento de los fines del Estado por medio de una función pública ejecutada por personas 
calificadas y escogidas bajo el criterio del mérito para su ingreso, permanencia y ascenso en los 
cargos del Estado, con sujeción a los principios de eficacia, eficiencia, moralidad, imparcialidad y 
transparencia. 
 
Esto se hace efectivo a través de un proceso de selección de los servidores estatales a través de un 
concurso de méritos y capacidades (C.P. Preámbulo, arts. 1°, 2° y 209). Igualmente, el sistema de 
carrera busca, entre otros, los siguientes objetivos: (i) contar con un talento humano idóneo y 
capacitado que brinde sus servicios de acuerdo con el interés general; (ii) tener servidores con 
experiencia, conocimiento y dedicación, para garantizar los mejores índices de resultados y; (iii) 
garantizar que la administración esté conformada por personas aptas tanto en el aspecto profesional 
como de idoneidad moral, para que el cargo y las funciones que desempeñen sean conforme a los 
objetivos que espera el interés general por parte de los empleados que prestan sus servicios al 
Estado. Conforme a lo anterior, esta Corporación ha indicado que al institucionalizar e implementar 
el régimen de carrera se pretende garantizar la idoneidad de los funcionarios y servidores públicos, 
la excelencia en la administración pública para lograr los fines y objetivos del Estado Constitucional 
de Derecho tales como servir a la comunidad, satisfacer el interés general y la efectividad de 
principios, valores, derechos y deberes contenidos en la Constitución y de esta manera evitar vicios 
como el clientelismo, favoritismo y nepotismo para conseguir que se logre modernizar y racionalizar 
el Estado. Preservación del derecho fundamental de acceder al desempeño de funciones y cargos 
públicos. 
 
Otro elemento central de la carrera administrativa es garantizar que los ciudadanos tengan la 
oportunidad de acceder al desempeño de cargos y funciones públicas, lo que conduce a un ejercicio 
del derecho al trabajo en igualdad de condiciones y oportunidades de manera estable y contando con 
la opción de poder ascender de acuerdo con los resultados que haya demostrado al cumplir las 
funciones de su cargo (CP, Arts. 2, 40, 13, 25, 40, y 53). En el ámbito constitucional, el entendimiento 
de la función pública en armonía con derechos fundamentales implica realizar una interpretación 
sistemática de la cláusula del Estado Social de Derecho (Art.1); el derecho a la igualdad (Art.13); los 
derechos políticos de los colombianos (Art.40.7); el establecimiento de funciones públicas mediante 
la ley o un reglamento y las limitantes para acceder a cargos públicos (Art. 122 con su reforma 
mediante el A.L. 01 de 2009); la regla para acceder a la carrera por concurso de méritos y el principio 
de igualdad de oportunidades (Art.125). De esta manera, resulta evidente la vinculación entre el 
sistema de carrera con la protección de derecho político a acceder a cargos y funciones públicas (Art. 
40-7 C.P.) con igualdad de oportunidades. En este sentido, la necesidad de un concurso público de 
méritos permite a los ciudadanos que, conforme a un procedimiento abierto y democrático, y sin 
mediar ninguna diferencia adicional que aquella referente a los requisitos y calidades profesionales 
necesarias para ocupar el cargo correspondiente, se coloque a consideración de las autoridades del 
Estado la intención de conformar su estructura burocrática. Además, como se ha indicado, dicho 



mecanismo de selección debe responder a parámetros objetivos de evaluación, lo que impide 
tratamientos discriminatorios injustificados en el acceso al servicio público. 
 
PRINCIPIO DE IGUALDAD. La Constitución Política de Colombia en el numeral 7 del artículo 40 indica 
que todos los ciudadanos tienen el derecho fundamental a participar en condiciones de igualdad en la 
conformación, ejercicio y control del poder político. Igualmente, se establece que para que este 
derecho sea efectivo se puede tener acceso al desempeño de funciones y cargos públicos, conforme a 
las reglas del concurso público y a los méritos y calidades propias (C.P. Art 125). Esto se deriva de la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos en donde se reconoce la igualdad de los ciudadanos 
ante la ley y se declara que pueden acceder a todas las dignidades, puestos y empleos por su 
capacidad y sin distinción diferente que sus virtudes y talentos. Con este fundamento la Corte 
Constitucional ha indicado que el principio de igualdad no puede ser contradicho por regulación que 
contenga requisitos diferentes al mérito y capacidad de los participantes, sin tener un fundamento 
objetivo o donde las pruebas no hayan sido valoradas razonablemente ni de manera acorde a su 
importancia, de conformidad al cargo que se va a otorgar, ya que con tales actuaciones se obstruye el 
derecho a acceder a los cargos públicos en condiciones igualitarias. Respecto al principio de igualdad 
de oportunidades, ha indicado la jurisprudencia constitucional que se refiere a las ocasiones de las 
personas para compartir la misma posibilidad de tener un empleo, sin importar que con 
posterioridad y por motivos justos no se logren las mismas posiciones o el cargo que se pretendía. De 
esta manera, las opciones al acceso a empleos estatales dentro del régimen de carrera conllevan a 
que las expectativas de las personas sean concretadas en el reconocimiento de oportunidades iguales 
sin que se les permita a las autoridades generar tratos preferentes sin que medie una justificación 
objetiva. 
 
PRINCIPIO DEL MÉRITO. El constituyente de 1991 le otorgó una relevancia superior al mérito como 
un criterio que define cómo se accede a la función pública y por tal motivo incorporó el concurso 
público como una forma de establecerlo, excepto en los cargos de elección popular, libre 
nombramiento y remoción, trabajadores oficiales y los demás que establezca la ley. El artículo 125 
Superior, autoriza al legislador para que determine los requisitos y condiciones determinantes de 
méritos y calidades de los aspirantes. Igualmente, y frente a la interpretación que la Corte 
Constitucional ha efectuado de las disposiciones constitucionales sobre la carrera, se estableció que 
la misma está fundamentada en el mérito, en la capacidad del funcionario público, la cual es 
considerada como un elemento destacado de la carrera e implica que tenga el carácter de regla 
general que a la misma le corresponda. Por tal motivo, la jurisprudencia de esta Corporación ha 
sostenido que los principios generales de la carrera están dirigidos a la eficacia del criterio del mérito 
para acceder, permanecer o retirarse del empleo público y, por tal motivo, el artículo 125 superior 
establece al criterio del mérito como regla general. 
 
Cabe resaltar que la Corte Constitucional ha considerado al mérito como un fundamento contenido 
en la Carta Política de Colombia para ingresar y ascender a la carrera pública.  
 
 
 
 
DE LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA COMO MECANISMO DE PROTECCIÓN DE LOS 
DERECHOS VIOLENTADOS. 
Finalmente, aunque se pueda contar con otro mecanismo de defensa judicial para cuestionar la 
legalidad de las decisiones proferidas por las autoridades dentro del concurso de méritos, la acción 
de tutela es procedente, tal como lo ha sostenido en otras oportunidades la Corte Constitucional, so 
pena de consumar un perjuicio irremediable. 



 
PRUEBAS 
 
Con el fin de establecer la vulneración de los derechos, solicito señor Juez se sirva tener en cuenta las 
siguientes pruebas:  
 

1. Derecho de Petición presentado a la entidad a modo de reclamación por la inconformidad y 
que la entidad no respondió como era debido. 

2. Recurso de Reposición presentado a la misma entidad manifestando mi desacuerdo a la 
respuesta de mi reclamación y que la entidad hasta ahora no ha hecho pronunciamiento 
alguno al respecto. 

3. De ser necesario escuchar el testimonio de participantes en la convocatoria que consideran 
tener las capacidades y el conocimiento para desempeñar las funciones para la cual han sido 
creados los cargos, pero por los “CRITERIOS DE SELECCIÓN QUE LA ENTIDAD ESTABLECE 
PARA LA SELECCIÓN DEL PERSONAL” al igual que yo, se sienten excluidos, discriminados y 
violentados sus derechos de participación y trato igualitario. 

 
 
PRETENSIONES 
 
Con fundamento en los hechos relacionados, solicito al señor Juez disponer y ordenar a favor mío lo 
siguiente: 
 
PRIMERO: Tutelar los derechos fundamentales que han sido violados o están amenazados y los que 
los señores jueces encuentren conculcados, así no sean alegados por el accionante, con tal de que se 
encuentren protegidos en la Constitución Colombiana o en el denominado bloque de 
constitucionalidad (tratados o convenios internacionales, tanto del sistema interamericano de 
derechos humanos (OEA) como del sistema universal de la organización de naciones Unidas (ONU), o 
de la organización internacional del trabajo (OIT) y especialmente los derechos al trabajo, acceso a 
cargos públicos a través de la carrera administrativa, a la igualdad y a la confianza legítima. 
 
SEGUNDO: Ordenar a los accionados se me incluya dentro del listado de elegibles sin perjuicio alguno 
de la participación de los demás integrantes de la lista de elegibles y bajo el conocimiento de que el 
cargo de secretaría pueda quedar libre, dado que quien lo está ocupando tiene un familiar que 
aspiraría como candidato en las próximas elecciones, en esta situación, aquella persona renunciaría 
para evitar una inhabilidad a su familiar, en caso de quedar la vacante de secretaría, inmediatamente 
esto ocurra, se me sea asignada de acuerdo a los méritos, capacidades, experiencia y conocimientos 
que poseo. 
 
TERCERO: Ordenar a los accionados que se compute el tiempo total de mi experiencia desde el inicio 
de mi labor como funcionario de la entidad sin ser rechazada o desmeritada por el simple hecho de 
establecer criterios de selección que van en contravía de los derechos constitucionales que todos los 
colombianos tenemos. 
 
CUARTO: Ordenar a los accionados suspender provisionalmente la recepción de documentos para 
posesión, nombramientos, posesiones, afiliación a seguridad social y capacitación del personal 
elegible con el fin de impedir que la continuación de las actividades genere un perjuicio irremediable 
o que se generen situaciones que puedan configurar acciones de desigualdad frente a los demás 
participantes o integrantes del listado, puesto que este proceso se llevara a cabo entre el 26 hasta el 
30 del mes de junio del año en curso. 



FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
Fundamento esta acción en el artículo 86 de la Constitución Política de 1991 y sus decretos 
reglamentarios 2591 y 306 de 1992. 
 
ANEXOS. 
 

1. Cédula de ciudadanía del Accionante. 
2. Comprobante de inscripción 
3. Cronograma sobre el proceso de convocatoria 
4. Copia Páginas 1 y 2 de la Resolución No. 148 del 11 de febrero de 2.022 emitida por la 

registraduría. 
5. Copia página 21 de la Resolución No. 378 del 14 de junio de 2.023, Listado Preliminar 

Elegibles Francisco Pizarro, emitida por la registraduría. 
6. Copia Derecho de Petición, Reclamación a la entidad. 
7. Copia respuesta a mi reclamación por parte de la entidad. 
8. Copia Recurso de Reposición a la entidad, manifestando mi desacuerdo con la respuesta 

emitida. 
 
NOTA: Los anexos 6, 7 y 8, se adjuntan en archivos individuales en PDF 
 
CUMPLIMIENTO AL ARTÍCULO 37 DE DECRETO 2591/91: 
 
JURAMENTO Manifiesto bajo la gravedad del juramento que no se ha presentado ninguna otra acción 
de tutela por los mismos hechos y derechos. 
 
NOTIFICACIONES 
 
Accionante: 
JAIME ENRIQUE CASTILLO BANGUERA 
jecastle_5@hotmail.com 
 
Accionado: 
Registraduría Nacional del Estado Civil 
Av. Calle 26 n.º 51-50, CAN, Bogotá, Colombia. CP: 111321 
305 734 2003 - 601 220 2880 
 
Registraduría Municipal de Francisco Pizarro 
franciscopizarronar@registraduria.gov.co 
 
 
Atentamente, 
 
 
 
JAIME ENRIQUE CASTILLO BANGUERA 
C.C. No. 12.831.381 de Francisco Pizarro - Nariño 
Barrio Nueva Unión al lado de la Clínica House Care 
Francisco Pizarro – Salahonda, Nariño. 
Cel. 315 745 7181 

mailto:aumisse@uniquindio.edu.co


ANEXOS 
 

COPIA CEDULA DE CIUDADANIA DEL ACCIONANTE (Anexo 1) 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



2.- COMPROBANTE DE INSCRIPCION (Anexo 2): 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



3.- CRONOGRAMA PROCESO CONVOCATORIA (Anexo 3) 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



4.- COPIAS PAGINA 1 Y 2 DE LA RESOLUCIÓN NO. 148 DEL 11 DE FEBRERO DE 2.022 (Anexo 4) 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



5.- LISTADO PRELIMINAR ELEGIBLES FRANCISCO PIZARRO (Anexo 5) 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


























